El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL / RESPONSABILIDAD DEL TRANSPORTADOR POR NO CONDUCIR A LAS PERSONAS SANAS Y SALVAS AL LUGAR DE DESTINO / PRESUNCIÓN DE CULPA / EXONERACIÓN POR FUERZA MAYOR O CASO FORTUITO / NO LO CONSTITUYE LA LLUVIA / EXONERACIÓN DEL ASEGURADOR POR NO RECIBIR LA NOTIFICACIÓN DEL ARTÍCULO 1075 DEL CÓDIGO DE COMERCIO / COMPRENDE SOLO LOS PERJUICIOS DERIVADOS DE DICHO INCUMPLIMIENTO, MAS NO LA INDEMNIZACIÓN A LAS VÍCTIMAS.
Dice el artículo 982 del C Co que el transportador estará obligado, dentro del término por el modo de transporte y la clase de vehículos previstos en el contrato y, en defecto de estipulación, conforme a los horarios, itinerarios y demás normas contenidas en los reglamentos oficiales, en un término prudencial y por una vía razonablemente directa, en el transporte de personas, a conducirlas sanas y salvas al lugar de destino.

Esa obligación de resultado no fue atendida por la empresa transportadora, pues no es objeto de controversia que en la ejecución del contrato, el vehículo sufrió un accidente y la demandante resultó lesionada.

Ante el incumplimiento de su principal deber, la culpa de la empresa transportadora se presume. Así lo entiende la jurisprudencia de la CSJ. (…)
Para liberarse de responsabilidad corresponde al demandado demostrar que los daños se produjeron por alguna de las causales señaladas en el artículo 1003 del CCo, entre ellas la fuerza mayor…
… el caso fortuito o la fuerza mayor debe reunir las características del artículo 64 del CC; es decir, que sea imprevisible, irresistible y que no tenga relación con la actividad del agente, características de las que no participa la lluvia que haya afectado la vía por donde se desplazaba el vehículo de servicio público en el que se transportaba como pasajera la demandante, pues aquel fenómeno puede preverse, por no ser de excepcional ocurrencia; es decir, no resultaba ajeno a todo presagio; además, de tratarse de una excesivamente fuerte, que hayan afectado la vía en forma tal que impidiera al conductor maniobrar el vehículo, resultaba posible detener la marcha para evitar el accidente. (…)
También están inconformes los recurrentes con la decisión del juzgado que declaró probada la excepción propuesta por la compañía QBE Seguros S.A. que denominó “Ausencia de notificación del siniestro de conformidad con lo señalado en las cláusulas de la póliza”.

Para sustentar ese medio exceptivo adujo la compañía de seguros que en las condiciones generales de la póliza se pactó como obligación a cargo del asegurado, dar aviso a la aseguradora de todo hecho que a su juicio pueda dar lugar a reclamos amparados, en el término de tres días, contado desde cuando tuvo conocimiento del hecho; que del accidente ha debido tener conocimiento la empresa de transporte el mismo día en que ocurrió, el 30 de enero de 2012, a pesar de lo cual solo dio aviso el 17 de febrero siguiente.

El juzgado, con fundamento en ese argumento, declaró probada la excepción. (…)
Surge de esas disposiciones (artículos 1075 y 1978 del Código de Comercio) que aunque es obligación del asegurado dar aviso a la compañía de seguros sobre la existencia del siniestro en el plazo de tres días, el incumplimiento de ese deber no libera a la última del pago de las indemnizaciones a que haya lugar, pues solo podrá deducir de la indemnización el perjuicio que tal omisión le causó sin que, valga decirlo, en este caso se haya alegado alguno.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA

Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Radicado:

66001-31-03-003-2014-00015-01

Juzgado:

Primero Civil del Circuito Pereira
Proceso:

Responsabilidad Civil Contractual
Demandante:

Martha Cecilia García Vargas
Demandados:

1) Expreso Bolivariano




2) Héctor Camacho Arcila




3) Leasing Popular, hoy Banco Popular




4) QBE Seguros S.A. (también llamada en garantía por Expreso Bolivariano)

Sentencia 1ª:              Junio 22 de 2018 

Audiencia 2ª:              Julio 29 de 2019, 2 pm.
HECHOS: (F. 101 y ss, C 1) el 30 de enero de 2012, la demandante abordó el bus de placa SYS 260 en el terminal de transportes de Bogotá, con destino a Pereira, conducido por Héctor Camacho Arcila, de propiedad de Leasing Popular CF S.A., afiliado a la empresa Expreso Bolivariano, y asegurado con la compañía QBE Seguros S.A., previa adquisición del tiquete respectivo; pasando por Ibagué, el conductor realizó una maniobra de adelantamiento intempestiva e imprudente, sin tomar ninguna medida de prevención como accionar la direccional, hacer señales con la mano y sin siquiera mirar al lado izquierdo para percatarse de la presencia de una volqueta que se aproximaba con prelación de vía, conducida por el señor Ricardo Velásquez Quintero, quien a pesar de tratar de esquivar al bus, orillándose hacia el lado derecho, no alcanzó a evitar la colisión; la demandante fue lanzada hacia adelante y sufrió graves lesiones, las que describe y que le produjeron una incapacidad de 60 días, deformidad física que afecta el rostro de carácter permanente, perturbación funcional del órgano de la visión de carácter permanente; deterioro cognitivo de predominio frontal, entre otras; a raíz del accidente, sus relaciones familiares se han convertido en una angustia y hondo pesar, no solo para la víctima sino para su grupo familiar; además se produjo un perjuicio moral reflejado en el dolor, zozobra, angustia y temor; además, por la gravedad de las lesiones y porque su compañero e hijos se avergüenzan de su aspecto físico; la gente la mira como un bicho raro; también se produjeron daños a su vida de relación, pues las actividades realizadas antes del accidente como reuniones familiares, salidas campestres, vida social, sentimental, se han visto perturbadas ostensiblemente dadas las deficiencias a nivel cognoscitivo y físico que padece; su capacidad para trabajar sufrió merma para el resto de su vida, lo que causó un perjuicio por lucro cesante futuro. 
La demanda se reformó para informar que a la demandante se le calificó la incapacidad para laborar en un 32.18%. (F 301, C 1) 

PRETENSIONES: Se declare la existencia del contrato de transporte y la responsabilidad de los demandados, quienes deben indemnizarla así: 100 smmlv por perjuicios morales; 250 smmlv por la alteración grave de las condiciones de existencia; el lucro cesante consolidado y futuro con fundamento en fórmulas matemáticas que considera deben aplicarse; las sumas que por concepto de valoraciones y cirugías que resulten necesarias para mejorar sus condiciones estéticas.
RESPUESTAS DEMANDA: 
Héctor Camacho Arcila (F. 155 y ss) dijo que no le constaban la mayoría de los hechos; otros los negó. Se opuso a las pretensiones y como excepciones de fondo formuló las de ausencia o inexistencia del nexo de causalidad entre la culpa y el daño; ausencia o inexistencia de la culpa e imposibilidad de aplicación de la responsabilidad objetiva; caso fortuito; fuerza mayor; ausencia de prueba para las pretensiones; enriquecimiento sin causa y la innominada.
EXPRESO BOLIVARIANO (F 515 y ss  y 1 y 2 C 3)) Lo hizo igual que Héctor Camacho Arcila y llamó en garantía a GBE Seguros S.A.

QBE SEGUROS (F 184 y ss) Expresó que no le constaban en su mayoría los hechos de la demanda; se opuso a las pretensiones y como excepciones formuló las que nominó ausencia de prueba de la responsabilidad del asegurado; prescripción de la acción en relación con  la víctima y la genérica. 

Frente al asegurado y la póliza adquirida propuso las que denominó: el hecho se encuentra excluido según las cláusulas contractuales pactadas en la póliza; ausencia de notificación del siniestro de conformidad con lo señalado en las cláusulas de la póliza; reconocimiento condicionado del perjuicio moral. De serle la sentencia adversa, en subsidio, formuló las siguientes: excepción de límite del valor asegurado y disponibilidad de pago y agotamiento del valor asegurado. (F 24 a 30, C 3).
BANCO POPULAR (F 266 y ss) Dijo que no le constaban en su mayoría los hechos de la demanda. Como excepciones propuso: indemnidad contractual; falta de legitimación por pasiva; falta de causa para pedir; inexistencia de nexo causal; inexistencia de conducta por acción u omisión que le sea imputable al Banco Popular; inexistencia de responsabilidad administrativa; inexistencia de actividad peligrosa; inexistencia de la obligación de indemnizar y la genérica. Solicitó no se accediera a las pretensiones.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:
Se dictó el  22 de junio de 2018. En ella se declararon probadas las excepciones propuestas por la sociedad Leasing Popular CF. S.A. y por QBE Seguros S.A.; lo contrario se decidió respecto de las que propusieron Expreso Bolivariano S.A. y Héctor Camacho Arcila; frente a estos dos prosperaron las pretensiones de la demanda y se les condenó a pagar a la demandante la suma de $60.000.000 por daños morales y $100.000.000 por el daño a la vida de relación; se condenó en costas a la demandante a favor de Leasing Popular; a los demandados vencidos a favor de la demandante; a esta y a Expreso Bolivariano, a favor de QBE seguros S.A. (Se les entrega la transcripción)
APELACIÓN: Inconforme con el fallo lo impugnó el apoderado de los demandados que resultaron condenados. (Se entregan por escrito los reparos formulados en la audiencia).
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA 

Procede este tribunal a pronunciar el fallo de segunda instancia, con motivo del recurso de apelación que interpuso el apoderado de los codemandados Expreso Bolivariano S.A. y Héctor Camacho Arcila, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, el 22 de junio de 2018, en el proceso sobre responsabilidad civil contractual que instauró Martha Cecilia García Vargas frente a los impugnantes, el Banco Popular S.A. absorbente por fusión de Leasing Popular CF. S.A., y QBE Seguros S.A., también llamada en  garantía por Expreso Bolivariano S.A.
CONSIDERACIONES

1. Los presupuestos procesales para dictar sentencia de fondo se encuentran satisfechos y no se observa causal alguna de nulidad que pueda afectar la validez de la actuación. 
Además, las partes están legitimadas en la causa, como lo concluyó la funcionaria de primera instancia con fundamento en argumentos que esta Sala comparte, excepto, por pasiva, el conductor del vehículo, señor Héctor Camacho Arcila, pues se está frente a un proceso de responsabilidad civil que tiene como fundamento un contrato de transporte en el que dicho señor no participó, pues como lo ha indicado este Tribunal en otras providencias, actúa como “agente del transportador” para emplear la terminología de la CSJ en sentencia del 17 de octubre de 2006, expediente 1997-11277-01 y “por esa gestión operativa jamás será transportista o transportador, porque entre otras cosas, trátase de un servicio público que requiere autorización estatal”. Así se ha dicho por ejemplo en sentencia del 21 de septiembre de 2017, proceso con radicación 2011-00121-01 con ponencia del Dr. Duberney Grisales Herrera.
De esa manera las cosas, frente a él se negarán las pretensiones de la demanda, pues es deber de esta Sala analizar de manera oficiosa esa legitimación, tal como lo ha enseñado la jurisprudencia de la CSJ, por ejemplo en las sentencias dictadas en procesos con radicados 14-03-2002 y  23-04-2007, a cuya lectura se remite.
2. Se recuerda que las pretensiones principales de la demanda se dirigen a obtener se declare civil y contractualmente responsables  a los demandados de los perjuicios que sufrió la señora Martha Cecilia García Vargas, como consecuencia de un accidente de tránsito acaecido el 30 de enero de 2012, mientras se trasladaba desde Bogotá a esta ciudad, en un vehículo de servicio público de propiedad del Banco Popular S.A. absorbente por fusión de Leasing Popular CF. S.A; afiliado a la empresa Expreso Bolivariano S.A., conducido por Héctor Camacho Arcila, respecto del cual la empresa de transportes adquirió un seguro de responsabilidad civil contractual con la compañía QBE Seguros S.A.
Además, que el juzgado declaró esa responsabilidad, pero solo frente al conductor del automotor y de la empresa de transportes a la que estaba afiliado; el primero, como ya se indicara, no está llamado a responder por pasiva.
3. De acuerdo con el inciso 1º del artículo 328 del CGP, la actividad de la Sala queda circunscrita a analizar los reparos formulados por la empresa de transportes a la que estaba afiliado el vehículo en el que como pasajera se transportaba la demandante.

4. Se analizará en primer lugar el reparo relacionado con la culpa, pues de concluirse que el accidente se ocasionó por una causa que rompe el nexo causal, no sería menester analizar las demás inconformidades que frente al fallo plantearon.
Adujo el apoderado de los impugnantes, con fundamento en el informe sobre accidente de tránsito, que el factor vial de piso húmedo y la calzada lisa, originó la imposibilidad de maniobrar el automotor por una lluvia repentina e imposible de prever, lo que constituye fuerza mayor o caso fortuito y muestra su inconformidad con la valoración probatoria que hizo el juzgado de primera sede para concluir que el vehículo se resbala, pero niega que lloviera, pues se refirió a una brisa, con fundamento en declaraciones de testigos.
La Sala considera: 
Dice el artículo 982 del C Co que el transportador estará obligado, dentro del término por el modo de transporte y la clase de vehículos previstos en el contrato y, en defecto de estipulación, conforme a los horarios, itinerarios y demás normas contenidas en los reglamentos oficiales, en un término prudencial y por una vía razonablemente directa, en el transporte de personas, a conducirlas sanas y salvas al lugar de destino.

Esa obligación de resultado no fue atendida por la empresa transportadora, pues no es objeto de controversia que en la ejecución del contrato, el vehículo sufrió un accidente y la demandante resultó lesionada.

Ante el incumplimiento de su principal deber, la culpa de la empresa transportadora se presume. Así lo entiende la jurisprudencia de la CSJ:

“El artículo 982, numeral 2º del Código de Comercio, modificado por el artículo 2º del decreto 01 de 1990, impone al transportador, en el “transporte de personas”, la obligación de “conducirlas sanas y salvas al lugar de destino”, lo que comporta también, según el artículo 1003, ibídem, la obligación de responder de “todos los daños que sobrevengan al pasajero desde el momento en que se haga cargo de éste”.
Es lo que la doctrina ha denominado “obligación de seguridad”, en consideración a que el contrato de transporte origina obligaciones de resultado. Esto implica que en caso de incumplimiento, al pasajero le basta afirmarlo, sin que tenga que probar la culpa del transportador, pues ésta se presume. Como se explicó en la sentencia citada, tratándose de “responsabilidad contractual que implique al propio tiempo el ejercicio de actividad peligrosa, la exoneración de la carga de probar la culpa depende no de la presunción prevista en el artículo 2356 del C. C., sino de que la obligación allí asumida sea de resultado, tal como lo dispone el artículo 1604 ibídem”. (Sala de Casación Civil, sentencia del 26 de junio de 2003, expediente C-5906. MP. José Fernando Ramírez Gómez).

Para liberarse de responsabilidad corresponde al demandado demostrar que los daños se produjeron por alguna de las causales señaladas en el artículo 1003 del CCo, entre ellas la fuerza mayor, respecto de la cual dijo la misma Corporación en sentencia SC1230-2018 del 25 de abril de 2018, con ponencia del Dr. Luis Alonso Rico Puerta:
“… el artículo 64 del Código Civil considera como «(…) fuerza mayor o caso fortuito el imprevisto a que no es posible resistir, como un naufragio, un terremoto, el apresamiento de enemigos, los actos de autoridad ejercidos por un funcionario público, etc.».

La unidad conceptual o sinonimia establecida por el legislador se explica en que «no existe realmente diferencia apreciable en términos de la función que ambas están llamadas a cumplir en el ámbito de la legislación civil vigente», refiriéndose ellas, en esencia, a acontecimientos anónimos, imprevisibles, irresistibles y externos a la actividad del deudor o de quien se pretende lo sea, demostrativos en cuanto tales, del surgimiento de una causa extraña, no atribuible a aquel.

Por tanto, para poder predicar su existencia, se impone establecer que el citado a responder estuvo en imposibilidad absoluta de enfrentar el hecho dañoso, del cual él es ajeno, debido a la aparición de un obstáculo insuperable.

Al respecto, se han considerado como presupuestos de tales situaciones exonerativas de responsabilidad, la imprevisibilidad e irresistibilidad del acontecimiento, entendida aquella como la irrupción súbita de un suceso imposible de eludir, a pesar de la diligencia y cuidado observados con tal fin, para cuya evaluación en cada caso concreto, deberán tenerse en cuenta criterios como «1) El referente a su normalidad y frecuencia; 2) El atinente a la probabilidad de su realización, y 3) El concerniente a su carácter inopinado, excepcional y sorpresivo» (CSJ SC 6 ago. 2009, rad. 2001-00152-01).

La irresistibilidad, por su parte, atañe a la imposibilidad objetiva absoluta de evitar el suceso imprevisto y sus consecuencias, no obstante los medios empleados para contrarrestarlo o sobreponerse a él y a su desenlace, o en otros términos, cuando en las mismas condiciones del demandado y atendiendo la naturaleza del hecho, ninguna otra persona hubiera podido enfrentar sus efectos perturbadores. En tales condiciones, no sería viable deducir responsabilidad, pues nadie es obligado a lo imposible. La imposibilidad relativa, por tanto, o viabilidad de que, con algún esfuerzo, quien enfrenta la situación supere el resultado lesivo, descarta la irresistibilidad…”
De acuerdo con esa jurisprudencia, el caso fortuito o la fuerza mayor debe reunir las características del artículo 64 del CC; es decir, que sea imprevisible, irresistible y que no tenga relación con la actividad del agente, características de las que no participa la lluvia que haya afectado la vía por donde se desplazaba el vehículo de servicio público en el que se transportaba como pasajera la demandante, pues aquel fenómeno puede preverse, por no ser de excepcional ocurrencia; es decir, no resultaba ajeno a todo presagio; además, de tratarse de una excesivamente fuerte, que hayan afectado la vía en forma tal que impidiera al conductor maniobrar el vehículo, resultaba posible detener la marcha para evitar el accidente.
En conclusión, las circunstancias alegadas por los demandados recurrentes, han debido ser previstas por el conductor del vehículo y la empresa a la que se encuentra afiliado, dedicada a explotar la actividad económica del transporte, como forma de garantizar a sus pasajeros la seguridad de viajar en el automotor, deber que se desconoció y por ende, la última debe responder por los perjuicios causados.
Conviene precisar que en la sentencia de primera instancia se concluyó, después del análisis probatorio, que el conductor del bus realizó una maniobra de adelantamiento sin tener en cuenta las circunstancias adversas como el pavimento mojado y sin percatarse o divisar otro automotor que venía en sentido contrario, argumento que no fue objeto de reparo y por ende, como se mantiene indemne, surge evidente que incurrió el citado señor en conducta culpable en la producción del daño.

5. Consideran los impugnantes que fue excesiva la cuantificación de los daños.
5.1 Respecto del daño moral, trajeron a colación sentencia de este tribunal, en la que se estableció su cuantía en $5.000.000 para una persona que como consecuencia de las lesiones sufridas en accidente de tránsito se le incapacitó durante noventa días y perdió su capacidad para laborar en un 40.63%, mientras que en este caso se fijaron en $60.000.000 a favor de quien resultó incapacitada por sesenta días y perdió su capacidad laboral en un 32.18%.

Considera la Sala: 

Por sabido se tiene que el perjuicio moral es indeterminable y de naturaleza extrapatrimonial, lo que ha permitido al juez ejercitar el arbitrio judicial en su reparación y como lo ha aceptado de vieja data la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, más que ostentar un carácter resarcitorio, cumple una función paliativa, tratando con ella de obtener que la víctima reciba una compensación suficiente, acorde con la aflicción.
Su reparación pecuniaria conlleva una fuente de alivio frente al dolor sufrido, de manera tal que se proporcione al perjudicado una satisfacción por el que se le causó, una razonable retribución para quien resultó menoscabado en sus intereses no patrimoniales.

Aunque para establecer su cuantía corresponde al juez obrar según su prudente arbitrio, la existencia personal del daño sufrido debe ser acreditada, así como la intensidad del agravio, aspecto sobre el cual dijo la Corte Suprema de Justicia, en sentencia SC21828-2017, del 19 de diciembre de 2017, con ponencia del Dr. Álvaro Fernando García Restrepo, en proceso con radicación No. 08001-31-03-009-2007-00052-01: 

“En el empeño de encarar directamente el asunto, la Sala precisa que, para la valoración del quantum del daño moral en materia civil, estima apropiada la determinación de su cuantía en el marco fáctico de circunstancias, condiciones de modo, tiempo y lugar de los hechos, situación o posición de la víctima y de los perjudicados, intensidad de la lesión a los sentimientos, dolor, aflicción o pesadumbre y demás factores incidentes conforme al arbitrio judicial ponderado del fallador. 

Por consiguiente, la Corte itera que la reparación del daño causado y todo el daño causado, cualquiera sea su naturaleza, patrimonial o no patrimonial, es un derecho legítimo de la víctima y en asuntos civiles, la determinación del  monto del daño moral como un valor correspondiente a su entidad o magnitud, es cuestión deferida al prudente arbitrio del juzgador según las circunstancias propias del caso concreto y los elementos de convicción…
“… Como se ve, pese a que para la cuantificación de uno y otro perjuicio, es decir, del moral y del concerniente con la vida de relación, los jueces deben proceder conforme su prudente juicio, la determinación que adopten al respecto no puede carecer de fundamentos objetivos y, mucho menos, ser caprichosa o arbitraria, sino que, por el contrario, debe estar siempre fincada en las precisas circunstancias fácticas del caso sometido a su conocimiento.

Con otras palabras, cabe señalar, en apretada síntesis, que la fijación del quantum de la respectiva indemnización depende de la intensidad de dolor sufrido por la víctima, en el caso del daño puramente moral…”

El juzgado consideró demostrado ese daño con los testimonios de varios testigos, que dieron cuenta del cambio que se ha producido en el ánimo de la demandante y al afirmar que antes del accidente era una persona  alegre, sociable, atenta, y con posterioridad se volvió triste, retraída, repelente, amargada, acomplejada, apática y de mal humor. 
Al sustentar el medio de impugnación que ahora se decide, no controvirtieron los impugnantes la existencia del daño moral padecido por la demandante. Sin embargo, para establecer su cuantía han de tenerse en cuenta los hechos en que se fundamentó y las pruebas que obren en el proceso para demostrarlo, distintas a la testimonial que en forma exclusiva tuvo en cuenta el juzgado para ese fin, que no fue controvertida.
Como supuestos fácticos para justificar el perjuicio que se analiza, después de describir las lesiones sufridas por la demandante, se dijo que se puso en riesgo su integridad física y sicológica, reflejada en el dolor, zozobra, angustia y temor padecido con posterioridad al siniestro; que la gravedad de sus lesiones y sus consecuencias, que aún deben seguir siendo tratadas le producen aflicción y preocupación; su compañero e hijos se avergüenzan de su estado físico; las personas la miran como un bicho raro y todo eso la tiene sumida en la tristeza y en la incertidumbre sobre su futuro.

Con la demanda se allegaron los siguientes documentos:

.- Copia de un informe sobre lesiones no fatales, rendido por el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, en el que se otorga a la demandante una incapacidad de sesenta días, como consecuencia del accidente en el que resultó lesionada y se consignan como secuelas médico legales deformidad física que afecta el rostro, de carácter permanente, dada lo ostensible de cicatriz superciliar y perturbación funcional del órgano de la visión de carácter permanente. Se recomendó valoración por psiquiatría forense. (F 4 y 5, C 1).
.- Copia de un informe de evaluación neuropsicológica a la demandante, elaborado por el médico psicólogo y neuropsicólogo Jorge Olmedo Cardona Londoño del Instituto de Epilepsia y Parkirson del  Eje Cafetero, Neurocentro, en el que se describen los antecedentes médicos,  personales y familiares y se concluye que presenta deterioro cognitivo leve de predominio frontal. (F 15 a 19, C 1).
.- Copia del resultado de un examen neurológico practicado a la misma señora, por el neurólogo Claudio Aguirre Castañeda, en el que se menciona que sufrió politraumatismo en accidente automotor acaecido el 30 de enero de 2012, en Ibagué se le suministró atención de alta complejidad; estuvo en la UCI, se estabilizó y el 10 de febrero se remitió a la clínica Comfamiliar donde se le realizaron otras cirugías; se le dio de a el 15 de febrero y se señalan como secuelas trauma cráneo encefálico severo deformidad de tabala ósea frontal izquierdo; limitación de agudeza visual en ojo izquierdo con midriasis paralítica; compromiso de músculo recto superior izquierdo; diplopía; deterioro cognitivo: memoria reciente y de trabajo; dispraxia motora y construccional, parasomnias, déficit para el cálculo y racionamiento abstracto, disfunción cognitiva y pérdida del olfato irreversible. (F. 20, C 1)
.- Dictamen rendido por experto del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses de esta ciudad, en relación con la valoración por psicología y psiquitria a la demandante, en el que se concluye que presenta disfunción cognitiva post trauma, con diagnóstico de síndrome postconmocional, que equivale a perturbación psíquica y que dado el tiempo de la evolución puede catalogarse como de carácter permanente. (F 21 a 25, C 1).

.- Resumen de una historia clínica y valoración a la demandante, realizada por el médico Carlos Enrique Hoyos Salazar, experto en cirugía plástica, estética y reconstructiva, en la que se da cuenta de las lesiones que sufrió la demandante en el accidente a que  se refieren los hechos de la demanda y se describen como consecuencias, las siguientes:  marcada asimetría facial por depresión (hundimiento) de toda la región fronto orbitaria izquierda; rebores orbitarios irregulares como resultado de múltiples facturas y se palpa depresión de la tabla externa del hueso frontal izquierdo; caída del párpado izquierdo y marcada pérdida de agudeza visual por ojo de ese mismo lado; limitación de movimientos oculares; pupila izquierda midriática; cicatriz irregular, inestética, discrómica, oblicua, en región supraciliar interna izquierda, siendo necesario una nueva valoración por oftalmólogo para definir secuelas permanentes o transitorias de ojo y región orbitaria izquierda. Como conclusión se indica que requiere estudios radiológicos adicionales para planear en conjunto con neurocirugía, oftalmología y cirugía maxilo facial, los procedimientos quirúrgicos necesarios para mejorar la función, las proporciones faciales y la estética de su cara; se trata de varios procedimientos muy complejos, que no garantizan un resultado final por la complejidad de sus lesiones. (F. 26 a 28, C 1).
.- Copias de la historia clínica de la actora que se abrieron en clínica de Ibagué y en Comfamiliar Risaralda. En la primera se menciona  que ingresó al servicio de urgencias el 30 de enero de 2012, después de sufrir un accidente de tránsito, con trauma cráneoencefálico severo; se pasó a la unidad de cuidados intensivos y se le practicó intubación orotraqueal y fue trasladada a la segunda el 10 de febrero del mismo año, en la que se ordenó manejo ambulatorio el 15 del mismo mes, se le dio incapacidad por treinta días y se le hicieron recomendaciones para otros controles médicos. (F. 29 a 46, C 1).
.- Copia del dictamen practicado por  la Junta de Calificación de Invalidez de Risaralda, que con motivo de las lesiones sufridas por la demandante, calificó su pérdida para laborar en un 32.18%. (F. 293 a 300, C 1).

A esos documentos la Sala concede mérito demostrativo de conformidad con el inciso 2º del artículo 244 del CGP, en razón a que no fueron tachados de falsos o desconocidos por la parte demandada y de ellos surge evidente la gravedad de las lesiones que sufrió la demandante con motivo del accidente de tránsito del que resultó víctima y que afectan su rostro, lo que permite inferir con seguridad la existencia del perjuicio moral que reclama, por la angustia y dolor que se padece generalmente frente a un evento tan traumático como el que le ha tocado padecer y que continuará sufriendo con motivo de las secuelas definitivas que la afectarán para siempre.

A pesar de lo anterior, se considera excesiva  la cuantía en que fueron establecidos por el juzgado de primera sede, teniendo en cuenta que la Corte Suprema de Justicia ha venido imponiendo condenas por perjuicios morales hasta en $60.000.000, concretamente en sentencias SC-13925 de 30 de septiembre 2016 y SC-15996 de 29 de noviembre de 2016; lo reiteró en auto AC043-2017, del 17 de enero de 2017 y en sentencia más reciente, la SC665-2019 del 7 de marzo de este año. 
En este caso, se fijó esa misma suma frente a situación diferente, pues no se trataba de indemnizarla como víctima por la muerte de un pariente cercano. 

Aunque el impugnante no señaló la cuantía en la que considera han debido establecerse tales perjuicios, estima la Sala que la sentencia de este tribunal en que fundamenta la solicitud para que sean reducidos, no puede servir de precedente para fijarlos en suma inferior a $5.000.000, pues fueron cuantificados el 28 de julio de 2011, hace casi ocho años y en ese evento la víctima no sufrió lesiones que le produjeran deformidad física de carácter permanente que afectara el rostro, ni perturbación funcional en los órganos de la visión y del olfato; ni perdió capacidades cognitivas, o por lo menos, no fueron esos factores en que se apoyó el fallo que en realidad corresponde al proceso con radicado 66170-31-03-001-2007-00218-01.


De manera más reciente, esta misma Sala, produjo otra condena en favor de una persona que reclamaba esa clase de perjuicios y se establecieron en $40.000.000 porque sufrió politraumatismo con trauma craneoencefálico, fracturas faciales, mandibular y  de tibia izquierda; se  le incapacitó durante cincuenta y seis días y como secuelas médico legales le quedaron la deformidad física que afecta el cuerpo de carácter permanente; deformidad física que afecta el rostro de carácter permanente y perturbación funcional del órgano de la locomoción  de carácter transitorio. Esa decisión se adoptó en sentencia del 13 de junio de 2018, en proceso con radicación 2015-00373-02.

Por tanto, estima la Sala que en el caso bajo estudio, dada la gravedad de las lesiones que sufrió la demandante, resulta prudente establecerlos en la suma de $40.000.000.

5.2 El daño a la vida de relación se tasó en la sentencia de primera instancia en la suma de $100.000.000, cuantía que también consideran excesiva los recurrentes.

La demandante, para sustentar ese perjuicio, relató en el hecho décimo del escrito con el que promovió la acción, que las secuelas psíquicas y físicas  que sufrió afectan el adecuado desarrollo de actividades esenciales y placenteras de la vida diaria y en general sus condiciones de existencia externa, pues actividades como reuniones familiares, salidas campestres, vida social, sentimental y laboral se han visto perturbadas ostensiblemente.
El juzgado tasó su cuantía con fundamento en los mismos testimonios a los que acudió para tasar el daño moral y además, en la pérdida de  capacidad para laborar en la demandante (que en realidad debe servir de fundamento para establecer el lucro cesante), en sus propias afirmaciones en cuanto dice que está deprimida, perdió el olfato y se le alteró la memoria; además en los dictámenes que obran en el proceso que describen las lesiones que sufrió y las secuelas y así concluyó que todo eso le dificulta realizar actividades sociales y familiares que acostumbraba.
Aducen los recurrentes, que el juzgado no consideró sospechosos los testimonios de los señores Fabio Eliécer Orozco y Édison Alberto Rendón, cuñados de la demandante y el de Yehison Fabián Ocampo, yerno de la misma señora para tasar el daño que se analiza. Respecto de esos testimonios dijo también que la demandante sigue realizando sus mismas actividades, es ama de casa, no se refugia aisladamente en el hogar, sale con sus hijas y no baila tanto como antes, lo que permite deducir que no se estructuró una “trascendencia grave  y mayor de daño sobre la vida de la demandante”.

Considera la Sala:

Sea lo primero afirmar que los demandados impugnantes no tacharon de sospechosos los testimonios de que se trata y aunque provienen de personas unidas por lazos de afinidad con la demandante, esas meras circunstancias, sin más, impiden calificar sus dichos en la forma propuesta, pues sus expresiones individualmente consideradas resultan coincidentes y están acorde con lo que enseña la prueba documental analizada en esta providencia que da cuenta de las lesiones sufridas por la actora y sus secuelas; precisamente la relación que tienen con la demandante les ha permitido conocer de manera personal y directa  la existencia del daño a que se hace referencia. De manera pues que en ese mero vínculo de afinidad no resulta posible encontrar su ánimo parcializado, sino el de colaborar con la justicia. 

Y respecto de los cambios producidos en la vida de la actora, después del accidente, que constituyen el daño a la vida de relación, no puede predicarse que sean intrascendentes como lo sostiene el recurrente. Lo contrario se deduce de esos testimonios, los que no fueron apreciados en todo su contexto por el recurrente. En efecto, cada uno de los deponentes explicó con suficiencia las condiciones actuales de la actora, con respecto a las que antes tenía.
Édison Alberto Rendón dijo que la conoce hace 22 años; era una persona muy lúcida, normal, disfrutaba de una vida saludable, social, participativa, alegre; después del accidente la cara le quedó casi irreconocible; perdió el olfato; cuando comparten en fiestas y reuniones,  se queda muda, como ida, le hablan y al rato vuelve en sí; a veces dice cosas incoherentes, se desorienta; pregunta dónde está, qué está haciendo; resulta lamentable verla; en la vida social trata como de sobresalir pero no puede, no es normal; su vida social ha disminuido mucho; sale con su suegra y esta tiene que cuidarla al pasar la calle porque no coordina bien.
Yehison Fabián Ocampo Vargas conoce a la accionante hace nueve o diez años, para entonces  era muy alegre, muy sociable, le gustaban las reuniones de cumpleaños o fechas especiales, bailar y socializar; en la actualidad ha cambiado, no es tan sociable,  se queda sentada en una silla y no participa mucho, pues la acompleja mucho la apariencia que tiene; necesita ayuda y acompañamiento; su esposa, hija de la citada señora, de nombre Nataly, permanece mucho en su casa para satisfacer aquellas necesidades y estar pendiente de todo, como hacer de comer y atender lo de la ropa y para evitar que la deprima la soledad. Antes asistía a todas las reuniones familiares; ya no lo hace con la misma frecuencia  porque no quiere, no se siente bien.
Fabio Eliécer Orozco Gallego, quien conoce a la demandante hace veinte años, dijo que antes del accidente era una persona muy alegre y formal, compartía mucho con todos; ahora es un poco más repelente, no se asocia tanto ni le gusta que le tomen fotos; su parte anímica ha bajado  mucho; le ha cambiado mucho la vida; no se deja tomar fotos, es muy retraída; tiene problemas de pronto de concentración; está hablando una cosa “y de un momento a otro se le va la palomita”.
A esos testimonios se les concede valor demostrativo en razón a que resultaron claros, completos y responsivos y de ellos puede deducirse con seguridad que la demandante, además de que no participa como antes de las actividades sociales al interior de la familia, cuando a ellas acude no disfruta como lo hacía previo al accidente, dadas sus condiciones físicas y psíquicas; estas, además, le exigen de cuidado y acompañamiento por parte de terceros y de la pérdida del olfato, sí da cuenta una de las pruebas recaudadas, concretamente el informe rendido por neurólogo clínico, que obra a folio 20 del cuaderno No. 1, al que se hizo alusión en otro aparte de esta providencia.
Puede entonces concluirse que en esas circunstancias sí se afectó la esfera exterior de la demandante, pues se disminuyó su calidad de vida y le resulta más complejo relacionarse con las personas, todo lo cual le impide disfrutar la vida en las condiciones en que lo hacía con anterioridad y por ende, se ve obligada a soportar su existencia en condiciones más difíciles que los demás, lo que no ocurría previo a la producción del daño. Ese cambio en las condiciones de vida en la demandante, contrario a lo que estiman los demandados recurrentes, sí es grave.
Empero, también se considera excesiva la suma en que fueron tasados por el juzgado de primera sede, que sin mayor análisis probatorio y jurídico los estableció en $100.000.000, pues la CSJ los ha tasado en suma inferior frente a circunstancia más grave. Por ejemplo, en sentencia SC665-2019 del 7 de marzo de este año, los tasó en $30.000.000 a una mujer respecto de la cual cambiaron sus condiciones de existencia por la muerte del cónyuge y en $16.108.750 a una persona a quien se le amputó una pierna, y perdió la capacidad para laborar en un 39.45% y para desarrollar a plenitud las actividades físicas que realizaba antes del accidente, en sentencia SC2107-2018 del 12 de junio de 2018.
Puestas así las cosas, se reducirá la condena impuesta por el concepto que se analiza y se establecerá en $25.000.0000.

6.  Consideran los recurrentes que se desconoció el debido proceso y el derecho de defensa porque en el auto que señaló fecha para realizar la audiencia que regula el artículo 373 del CGP el juzgado advirtió a las partes que las pruebas documentales y los dictámenes periciales deben encontrarse incorporados al expediente con no menos de diez días de anticipación. Sin embargo, el demandante aportó dos pruebas de esa última naturaleza dos días antes de aquel acto y el juzgado tuvo en cuenta una de ellas al dictar el fallo, concretamente el dictamen rendido por cirujano maxilofacial de la Universidad CES.
Consideraciones de la Sala:

Este proceso se inició en vigencia del CPC e hizo tránsito legislativo el 18 de julio de 2017, cuando el juzgado decretó las pruebas solicitadas y señaló fecha y hora para realizar la audiencia prevista por el artículo 373 del CGP, de acuerdo con  el numeral 1º, literal a) del artículo 625 de esa última obra, según el cual en los procesos ordinarios, sino se hubiese proferido el auto que decreta pruebas, el proceso se seguirá tramitando conforme a la legislación anterior hasta que el juez las decrete inclusive; en el auto que las ordene, convocará a la audiencia de instrucción y juzgamiento de que trata el nuevo código y a partir del auto que decrete pruebas se tramitara con base en la nueva legislación.
En ese auto, ordenó la práctica de un dictamen pericial solicitado por la parte actora y ordenó oficiar a la Universidad Tecnológica de Pereira, -Facultad de Medicina, para que designaran peritos maxilofacial, neurocirujano y oftalmólogo con el fin de que absolvieran los cuestionarios formulados. En el mismo acto, advirtió a las partes  que las pruebas documentales y los dictámenes periciales deberían incorporarse al proceso con no menos de diez días de anticipación. (F. 361, C 1).

La referida universidad informó que no contaba con expertos en esas ciencias disponibles para atender el requerimiento del juzgado, por la carga académica y los dictámenes en curso; por eso, en proveído del 7 de diciembre de 2017 se ordenó librar oficio a la Universidad CES de Medellín para que designarán los referidos expertos, para los fines ya indicados y en efecto lo hicieron. Los peritajes fueron remitidos por esa institución al juzgado, el 19 de junio de 2018. (Ver documentos que obran en el cuaderno 8) y la audiencia se celebró el  22 del mismo mes.
Resulta evidente que los dictámenes solicitados de la Universidad CES se decretaron de acuerdo con las normas del CPC, pues las del CGP y concretamente el artículo 227 ordena a la parte  aportarlo en la oportunidad para pedir pruebas, o en el término que el juez le conceda que no puede ser superior a 10 días cuando el término previsto resulte insuficiente
Su práctica ha debido sujetarse a las normas del CGP y por ende, a juicio de la Sala, ha debido señalarse el término en que debían ser aportados, teniendo en cuenta que debía serlo con no menos de diez días de antelación a la audiencia de instrucción y juzgamiento, como lo dispone el numeral 10 del artículo 372 y conceder a la parte demandada la oportunidad de controvertirlo, de acuerdo con el artículo 228 del mismo código que autoriza a la parte contra la que se aduzca un peritaje,  solicitar la comparecencia del perito a la audiencia, aportar otro o realizar ambas actuaciones dentro del término de traslado del escrito con el que se haya aportado o dentro de los tres días siguientes a la notificación de la providencia que lo ponga en conocimiento. 

En este caso, los dictámenes decretados se incorporaron al proceso dos días antes de la audiencia que desarrolla el artículo 373 del CGP y en ese acto la jueza de primera instancia los puso en conocimiento de las partes. Seguidamente, sin otorgar a las partes el uso de la palabra para que se pronunciaran, comenzó con la práctica de la prueba testimonial; terminada esta, el apoderado de los demandados que impugnaron el fallo le reclamó porque no les había otorgado el uso de la palabra para contradecir el dictamen.

A pesar de que no lo había hecho, la funcionaria de primer grado dijo que les había concedido esa oportunidad y que nadie dijo nada; que ha debido objetarse el peritaje dentro del traslado, a pesar de que, reitera esta Sala, ninguno confirió.
Adoptada esta nueva decisión, de inmediato, sin dar oportunidad a los apoderados de las partes para que interpusieran algún recurso, dio traslado a las partes para alegar. Claro que esos profesionales tampoco le pidieron el uso de la palabra para hacerlo.
Dijo además la jueza que sin embargo tendría en cuenta la manifestación de la incorporación de los documentos y demás que hay en el expediente. Empero a nada de eso se refirió en el fallo

De esa manera las cosas, puede decirse que la prueba a que alude el recurrente es ilegal.
A pesar de lo anterior, el dictamen rendido por maxilofacial, único de los tres rendidos por la universidad CES al que se refirió el juzgado en su fallo, no es la única prueba que obra en el expediente para probar las secuelas que sufrió la demandante con motivo del accidente, pues obran otras en el plenario para demostrarlas, que atrás se relacionaron y por ende, la valoración de aquella calificada de ilegal, en nada modifica la decisión que sobre la cuantía de los perjuicios, dados los daños causados, adoptará este tribunal.

7. También están inconformes los recurrentes con la decisión del juzgado que declaró probada la excepción propuesta por la compañía QBE Seguros S.A. que denominó “Ausencia de notificación del siniestro de conformidad con lo señalado en las cláusulas de la póliza”.

Para sustentar ese medio exceptivo adujo la compañía de seguros que en las condiciones generales de la póliza se pactó como obligación a cargo del asegurado, dar aviso a la aseguradora de todo hecho que a su juicio pueda dar lugar a reclamos amparados, en el término de tres días, contado desde cuando tuvo conocimiento del hecho; que del accidente ha debido tener conocimiento la empresa de transporte el mismo día en que ocurrió, el 30 de enero de 2012, a pesar de lo cual solo dio aviso el 17 de febrero siguiente.

El juzgado, con fundamento en ese argumento, declaró probada la excepción.

Los impugnantes están inconformes con esa decisión porque consideran, con fundamento en las transcripciones de la sentencia SC 10048-2014 proferida por la CSJ, con ponencia de la Dra. Ruth Marina Díaz y del artículo 1078 del Cco, que se equivocó el juzgado, pues no dar aviso sobre el siniestro no exonera a la aseguradora de atender sus obligaciones.

Y considera la Sala que la razón está de su parte. En efecto:

El artículo 1075 del CCo dice en lo pertinente: “El asegurado o el beneficiario estarán obligados a dar noticia al asegurador de la ocurrencia del siniestro, dentro de los tres días siguientes a la fecha en que lo hayan conocido o debido conocer. Este término podrá ampliarse, mas no reducirse por las partes. El asegurador no podrá alegar el retardo o la omisión si, dentro del mismo plazo, interviene en las operaciones de salvamento o de comprobación del siniestro…”.
Esa obligación también se pactó de manera expresa en las condiciones generales de  la póliza integral de responsabilidad civil para transporte de pasajeros sobre la que se edificó el llamamiento en garantía. (F 177, C 1).

El artículo 1078 de la misma obra expresa: “Si el asegurado o el beneficiario incumplieren las obligaciones que les corresponden en caso de siniestro, el asegurador sólo podrá deducir de la indemnización el valor de los perjuicios que le cause dicho incumplimiento.

La mala fe del asegurado o del beneficiario en la reclamación o comprobación del derecho al pago de determinado siniestro, causará la pérdida de tal derecho”.
Surge de esas disposiciones que aunque es obligación del asegurado dar aviso a la compañía de seguros sobre la existencia del siniestro en el plazo de tres días, el incumplimiento de ese deber no libera a la última del pago de las indemnizaciones a que haya lugar, pues solo podrá deducir de la indemnización el perjuicio que tal omisión le causó sin que, valga decirlo, en este caso se haya alegado alguno.

El último precepto leído indica los casos en que el asegurado pierde el derecho: su mala fe en la reclamación o en la comprobación del pago del siniestro, sin que hechos como esos hayan sido los invocados para liberar de responsabilidad a la aseguradora.
En la sentencia en que se apoya el impugnante para sustentar el recurso, efectivamente dijo la Corte: 

“Cabe acotar, que a pesar de haberse realizado la notificación del «siniestro» a la «aseguradora», no con la celeridad pactada, esa situación no genera la pérdida del derecho, sino que podría producir las consecuencias señaladas en el artículo 1078 del Código de Comercio, el que faculta al «asegurador» para «deducir de la indemnización el valor de los perjuicios que le cause dicho incumplimiento».

No sobra anotar que el primer párrafo transcrito por el apoderado de los recurrentes al formular los reparos (en primera instancia), corresponde a una parte del resumen de un cargo de los formulados por el recurrente, no a consideraciones de la Corte. 

Puede entonces concluirse que la funcionaria de primera instancia impuso una sanción al asegurador, sin fundamento normativo alguno y por ende, la decisión de que se trata, será revocada. En su lugar, se declarará no probada la referida excepción.

8. La excepción de prescripción que también declaró probada el juzgado, la propuso la parte demandante y prosperó frente a la acción directa que instauró contra la aseguradora. De manera que como no perjudica a los demandados impugnantes, carecen estos de legitimación para proponerla y por ende, de su análisis no se ocupará la Sala.

9. De esa manera las cosas,  de acuerdo con el inciso 3º del artículo 282 del CGP se analizarán las demás excepciones propuestas por la compañía QBE Seguros S.A. frente al llamamiento en garantía que le hizo la empresa transportadora. 
9.1 La que denominó “EL HECHO SE ENCUENTRA EXCLUIDO SEGÚN LAS CLÁUSULAS CONTRACTUALES PACTADAS EN LA PÓLIZA No. 104142001658” se sustentó diciendo que están excluidos del amparo el dolo o actos meramente potestativos del asegurado tomador o beneficiario y que en este caso, el conductor del vehículo realizó una maniobra de adelantamiento a pesar de las condiciones adversas como el pavimento húmedo, por su propia decisión y libre albedrío, confiando en su experiencia y pericia, y así se obtuvieron los resultados que se conocen.
Agregó, en síntesis que las cláusulas del contrato de seguro son claras en cuanto a las normas que lo rigen, las que deben ser respetadas por las partes, de acuerdo con el artículo 1602 del CC.

Considera la Sala:

En realidad en las condiciones generales de la póliza en que se fundamentó el llamamiento en garantía, se pactó, en el numeral 36 de la segunda parte, como exclusión general, que no habría cobertura bajo ninguno de los módulos que comprende, entre otros, en caso de “Dolo o actos meramente potestativos del Asegurado, Tomador o Beneficiario…” (Folio 179, C 1).
Sin embargo y con independencia de que la conducta a que alude la aseguradora pueda calificarse de dolosa o meramente potestativa, la misma no se le adjudica a alguna de las personas enlistadas en la exclusión, sino al conductor del vehículo que no es el asegurado, tomador o beneficiario. Por ende, la excepción de que se trata no está llamada a prosperar.

9.2 La de “RECONOCIMIENTO CONDICIONADO DEL PERJUICIO MORAL” se sustentó diciendo que en la carátula de la póliza quedó pactada la cláusula del daño moral y la responsabilidad civil extracontractual, siempre que provengan de un fallo judicial en el que la compañía haya sido parte, siempre que no superen el límite del valor asegurado y se excluye ese perjuicio cuando no fue parte en el proceso judicial y que por tanto, los reconocerá y pagará siempre que no superen el límite del valor asegurado.
En la póliza integral de transporte terrestre de pasajeros en la que figura como tomador y asegurado Expreso Bolivariano se pactó que se amparan los perjuicios morales derivados de la responsabilidad civil extracontractual como consecuencia de una lesión causada por el asegurado, siempre que provengan de un fallo judicial en el que la compañía aseguradora haya sido parte.

Considera la Sala que como en este caso se está frente a una responsabilidad civil contractual, no resulta posible aplicar esa cláusula. Sin embargo, cualquiera que sea la naturaleza de aquella, la condena no podría imponerse de haber estado ausente la aseguradora del proceso.
10. Esa compañía dijo proponer como excepciones subsidiarias las siguientes:

10.1 “LIMITE DEL VALOR ASEGURADO”. Para sustentarla se dijo, en síntesis, que el valor asegurado por el amparo de responsabilidad civil extracontractual por muerte o lesión a una persona se pactó en 60 smlmv y que además se acordó que  la suma a cargo de la compañía en ningún caso podrá ser superior al valor real del perjuicio sufrido.

En este caso, de acuerdo con la póliza que sirve de fundamento al llamamiento en garantía, se obligó la aseguradora a responder por los daños que con motivo de la responsabilidad civil contractual cause la empresa de transporte a pasajeros o al conductor, hasta por 60 smmlv en caso de incapacidad total y permanente. En consecuencia, no puede ser obligada a cancelar suma superior, la que tampoco reclama la empresa que le hizo el llamado. Por eso, no puede decirse que se esté frente a una verdadera excepción.
10.2 También propuso la que llamó “DISPONIBILIDAD DE PAGO Y AGOTAMIENTO DEL VALOR ASEGURADO”. Después de transcribir apartes de los artículos 1079 y 1111 del CCo, dijo que solo podrá ser condenada hasta el límite del valor asegurado, siempre que no se encuentre agotado al momento de proferirse el fallo definitivo y que antes de ordenarse el pago, se debe atender la información que suministre el área de indemnizaciones de la sociedad que representa.
Ese medio exceptivo tampoco está llamado a prosperar en razón a que no obra prueba en el plenario en el que las partes que celebraron el contrato de seguro hayan convenido lo relacionado con el agotamiento del valor asegurado; ni siquiera de que efectivamente se hubiese producido tal agotamiento.

11. De acuerdo con lo expuesto, se confirmará parcialmente el fallo que se revisa, en lo que fue motivo de impugnación, pues se revocará el ordinal segundo, en cuanto declaró probada la excepción propuesta por la sociedad llamada en garantía y que denominó “Ausencia de notificación del siniestro de conformidad con lo señalado en las cláusulas de la póliza”; se declararán imprósperas las demás propuestas y en consecuencia se le ordenará a la compañía de seguros asumir el pago de las condenas que se imponen a la empresa aseguradora, hasta por una suma equivalente a 60 SMMLV, que en la actualidad ascienden a $49.686.960.
El ordinal cuarto se revocará en cuanto declaró civilmente responsable al señor Héctor Camacho Arcila; en su lugar, se negarán las pretensiones formuladas en su contra por falta de legitimación en la causa; ese mismo ordinal se modificará respecto de la cuantía en que fueron tasados los daños morales y a la vida de relación, para fijarlos en su orden en $40.000.000 y $25.000.000. 

El ordinal sexto se modificará para reducir las costas a que fue  condenado Expreso Bolivariano a favor de la demandante, para fijarlas en el 28% de su valor, en razón a que las pretensiones contra esa empresa formuladas, solo prosperaron parcialmente. Además, se revocará en cuanto impuso condena por aquel concepto a cargo del señor Héctor Camacho Arcila. En su lugar, la actora cancelará las que se causaron en ambas instancias a favor del citado señor.
Se revocará el ordinal séptimo, en cuanto condenó en costas a Expreso Bolivariano en favor de QBE Seguros; en su lugar, está será quien daba cancelárselas en ambas instancias.

Se abstendrá la Sala de imponer condena en costas en esta sede, en favor de la empresa de transportes demandada, de conformidad con los numerales 3º y 4º del artículo 365 del CGP porque la sentencia que revisa, no será totalmente revocada.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Pereira, Sala Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE:
PRIMERO: Confirmar parcialmente la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, el 22 de junio de 2018, en el proceso sobre responsabilidad civil contractual que instauró Martha Cecilia García Vargas frente al señor Héctor Camacho Arcila, Expreso Bolivariano S.A., Banco Popular S.A. absorbente por fusión de Leasing Popular CF. S.A., y QBE Seguros S.A., también llamada en  garantía.

SEGUNDO: Revocar el ordinal segundo, en cuanto declaró probada la excepción propuesta por la sociedad llamada en garantía y que denominó “Ausencia de notificación del siniestro de conformidad con lo señalado en las cláusulas de la póliza”; en su lugar se declara impróspera; también las demás propuestas por la misma entidad frente a Expreso Bolivariano S.A. 
TERCERO: Revocar el ordinal cuarto, en cuanto declaró civilmente responsable al señor Héctor Camacho Arcila; en su lugar, se niegan las pretensiones formuladas en su contra por falta de legitimación en la causa. El mismo ordinal se modifica respecto de la cuantía en que fueron tasados los daños morales y a la vida de relación, para fijarlos en su orden en $40.000.000 y $25.000.000. 

CUARTO: La sociedad QBE Seguros S.A. deberá asumir el pago de las condenas que se imponen a la empresa Expreso Bolivariano S.A., hasta por una suma equivalente a 60 SMMLV, que en la actualidad ascienden a $49.686.960.

QUINTO: Modificar el ordinal sexto para reducir las costas a que fue  condenado Expreso Bolivariano a favor de la demandante, para fijarlas en el  28% de su valor, en razón a que las pretensiones contra esa empresa formuladas, solo prosperaron parcialmente. Además, se revoca en cuanto impuso condena por aquel concepto a cargo del señor Héctor Camacho Arcila. En su lugar, la actora cancelará las que se causaron en ambas instancias a favor del citado señor.

SEXTO: Revocar el ordinal séptimo, en cuanto condenó en costas a Expreso Bolivariano S.A. en favor de QBE Seguros; en su lugar, está las cancelará en favor de esa empresa transportadora, en ambas instancias.

SÉPTIMO: Sin costas en esta sede a favor de Expreso Bolivariano S.A. y a cargo de la demandante.
Por su pronunciamiento oral, las decisiones anteriores quedan notificadas en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente, se da por terminada.

Los Magistrados, 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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